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1. INTRODUCCIÓN

Una de las principales novedades de la L.O. 6/1995, de 29 de junio, que reformó
los delitos contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social -dándoles una redacción
sustancialmente idéntica a la actualmente recogida en el título XIV CP 1995- fue la
introducción en los arts. 305,307 Y308 CP (tipificadores, respectivamente, de los injus­
tos de defraudación tributaria, de defraudación contributiva a la Seguridad Social y de
fraude de subvenciones) de sendas causas de levantamiento de la pena.

La previsión de tales cláusulas, pertenccientes a una categoría dogmática de difu­
sión limitada en la legislación positiva española, traía directamente causa de la pro­
blemática suscitada en la primera mitad de esta década por las disposiciones adiciona­
les 13" y 14" de la Ley 18/1991, reguladora del IRPE Tales normas establecían una
doble vía de regularización de las deudas tributarias con efectos de exoneración de las
responsabilidades administrativas, al tiempo que consagraban con carácter general una
regulación similar en el remozado art. 61.2 LGT -Ley General Tributaria-. La falta de
consenso doctrinal y j urisprudencial sobre la eficacia que en sede penal pudiese tener
tal comportamiento de manifestación a la Administración tributaria de las cantidades
adeudadas y posterior abono de las mismas originó una situación de grave inseguridad
jurídica, que sólo podía ser solucionada mediante la reforma de la correspondiente nor­
mativa penal'. No obstante, la relevancia del establecimiento de las causas de anulación
de la pena de los arts. 305, 307 Y308 CP trasciende esta circunstancia coyuntural. Con
tal decisión, el legislador español se suma a una tendencia sólidamente implantada en
el Derecho comparado, cual es la de anular la punibilidad ya surgida en determinados
delitos económicos cuando el sujeto responsable realiza un detenninado comporta­
miento posdelictivo positivo de signo reparador'.

1 La cxposición de tal problemática excedc los límites del objeto de estudio de este trabajo. Para un
detenido análisis de la misma puede consultarse, por todos, Morales Prats,F., "Los efectos penales de la
reRularización tributaria en la reforma penal de 1995", cn AA.VV., Nueva regulación del delíto fiscal y
COlllra la Seguridad Social, Barcelona, 1995, p. 87 Y ss.; "art. 305", en Quintero Olivares,G. y Otros,
Comentarios a la Partc Especial del Derecho Pcnal, Pamplona, 1995, p. 743 Y ss.; Suárez González,C., "El
delito de defraudación tributaria", en AA.VV., Comentarios a la legislación pcnal, tomo XVIII, Madrid,
1997, p. 121 Y ss.

2 Por lo quc sc rcfiere al ámbito dc los delitos contra la Seguridad Social, árca a partir dc la cual sc
articulará tiJl1damentalmcnte el estudio de tales causas dc levantemiento de la pena, se establecen cláusulas
de esta clase en las normas dcl art. 2.I-bis L. 63811983 italiana y del § 266a StGB alemán. Causas de levan­
tamicnto de la pena similares se encuentran rccogidas en las disposiciones correspondientes dc los ordena­
mientos penales de Argentina, Austria, Brasil, Grecia, Hungría y los Países Bajos.
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La anulación de las consecuencias jurídicas del delito se hace depender en los
arts. 305.4, 307.3 Y 308.4 CP de ciertos presupuestos positivos y negativos, parcial­
mentc coincidentes en las tres normas. Los condicionantes negativos, o causas de blo­
quco, se refieren a los momentos a partir de los cuales la conducta posdelictiva del sujc­
to no dará lugar ya a la aplicación de la causa de levantamiento dc la pena. El presu­
puesto positivo es el comportamiento que debe llevar a cabo el sujcto responsable para
hacerse acreedor del beneficio de anulación de la punibilidad.

Tal proceder viene descrito por los arts. 305 y 307 como regularización de la
situación -de cotización o tributaria- en relación con las deudas] a que se refieren ambos
preceptos. Qué ha de entenderse por regularización, y cuáles son los requisitos de la
misma, constituye el objeto de atención de este trabajo, centrado fundamentalmente en
el ámbito de la defraudación a la Seguridad Social, en el cual este debate no ha llegado
a un grado de desarrollo similar al alcanzado en relación con la correspondiente cláu­
sula del art. 305.4 CP4.

2. LOS REQUISITOS DE LA REGULARIZACIÓN ANULADORA
DE PENA

El debate sobre los presupuestos de comportamiento de la causa de anulación de
la pena viene impulsado, en gran medida, por la falta de definición precisa, por parte
del legislador, de los requisitos de la exigida actuación posdelictiva. A diferencia de lo
que ocurre en otros ordenamientos -en los que sí existe una descripción normativa por­
menorizada del correspondiente comportamiento posdelictivo positivo-', el legislador
de 1995 se ha limitado a afirmar que la supresión de pena acaecerá en los casos de regu­
larización de las deudas contributivas. El problema que plantea esta breve referencia, y
lo que justifica la crítica de la doctrina especializada6

, es que en nuestro ordenamiento
no existe una regulación completa del concepto y los requisitos de la regularización de

3 Banacloche,.J., "Los delitosfiscales", en Impuestos, n° 15-16/1996, p. 24, critica la referencia nor­
mativa a la deuda, seJ'ialando que las deducciones y las devoluciones indcbidamente obtenidas no constitu­
yen propiamente deudas hasta que no se liquida la regularización.

Ciertamente, la causa de levantamiento dc la pena parece, por su fonnulaeión, haber sido pensada
fundamentalmente para la primera -y principal- modalidad genérica de comisión de los arts. 305 y 307 CP.
Sin embargo, ello no es asi, y la regularización de la situación ante la Scguridad Social (o ante la
Administración tributaria) podrá producirse tanto en relación con la elusión del pago de cuotas, como res­
pecto de la obtención indebida de devoluciones o del disfrute indebido de deducciones.

4 El hecho de que el debate sobrc el concepto de regularización se encucntre en relación con eL deli­
to de defraudación a la Scguridad Social en una fase más incipiente avala la decisión dc centrar este estudio
fi.mdamentalmentc en ese ámbito. Por otra parte, el comportamiento posdelictivo que constituye cl presu­
puesto de la causa de levantamiento de la pena es descrito en la nonna tipificadora del fraude de subvcn­
ciones (art. 308 CP) de fonna distinta a la de los arts. 305 y 307 CP; por ello, las presentes ret1exiones sobrc
el concepto dc regularización sólo alcanzarán a la csfera dc los dos últimos preceptos.

5 Como cjemplo paradigmático puede verse la cláusula del párrafo 5 del § 266a StGB ­
Strafgesetzbuch - alemán.

6 Cfr. Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad
Social, Madrid, 1995, p. 159; Del Moral García,A., en AA.VV., Estudio y aplicación práctica del Código
Penal de 1995, tomo !l, Madrid, 1997, p. 309; l\"arváez Bermejo,M.A., Delitos contra los derechos de los
trabajadores y la Seguridad Social, Valencia, 1997, p. 114; Suárez González,C., "El delito ...cit., p. 127;
"art. 305", en Rodrí~uez Mourullo,G.(dír.), Comentarios al Código Penal, Madrid, 1997. p. 879; en Bajo
Fernández,M., Compendio de Derecho Penal. (Parte Especial), Madrid, 1998, p. 612.
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deudas tributarias/contributivas con las Administraciones públicas7
. Si bien en el ámbi­

to tributario la regularización ha sido utilizada como presupuesto positivo en alguna de
las citadas disposiciones exoneradoras de las responsabilidades administrativasK y, por
lo tanto, en ese campo existe ya un punto de apoyo para la labor del intérprete penal, en
la normativa de Seguridad Social la noción de regularización es desconocida".

El hecho de que en sede penal se haya optado por describir de forma tan lacó­
nica la conducta posdelictiva merecedora de anulación punitiva seguramente obedece
a la vinculación directa que une a las cláusulas estudiadas -en particular, a la del art.
305.4 CP- con las mencionadas disposiciones de exoneración de las responsabilidades
administrativas, en las que, como acaba de mencionarse, ya se había operado con el
concepto de regularización"'. Muy clarificadoras resultan, al respecto, las palabras de
la propia Exposición de Motivos de la L.O. 6/1995": " ... resulta absolutamente nece­
sario determinar la relación existente entre la regularización tributaria, autorizada
expresamente por el artículo 61.2 de la Ley General Tributaria, y el delitofiscal ( .. j.
Asimismo, dicha regulación se hace también necesaria para integrar, deforma plena,
las regularizaciones autorizadas por la Ley 18/1991, de 6 dejunio, del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas, en el conjunto del ordenamientojurídico". La volun­
tad del legislador parece haber sido, por tanto, la de tomar como material de primer
orden para deducir el concepto propiamente penal de regularización la noción corres­
pondiente de las referidas disposiciones tributarias'2. Si bien ello parece acertado y per­
fectamente razonable'1, esta premisa no implica que la labor del intérprete penal haya
de reducirse a una simple traslación mimética del contenido de la regularización en el

7 Como indican Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos ...cit., p. 161; Parets Planes,J .M., "Delitofis­
cal", en Cuadernos Jurídicos, n" 37, 1996, p. 28, tampoco cl significado gramatical resulta en este caso deíi­
nitorio, pucs, de acucrdo ,?on el Diccionario de la Real Academia Espail01a regularizar cs "reglar; ajustar o
poner en orden una cosa .

Con todo, Tirado Estrada,.J.J., "El concepto de regularización tributaria como causa de exención
de responsabilidad penal en el delitojiscal", en Actualidad Jurídica Aranzadi, n" 248, 1996, p. 2, entiende
que este significado gramatical parece scñalar en la dirccción de la interpretación lata del concepto.

8 En concrcto, la disposición adicional 14" ley 18/1991, quc prevé una vía extraordinaria de exoneración
de las responsabilidades por infracciones tributarias, se intitula "regularización de situaciones tributarias".

9 Cfr. Escobar Jiménez,R., "El delito de defi-audación a la Seguridad Social (art. 307 Código
Pena!)", en Actualidad Juridica Aranzadi, n" 281, 1997, p. 5; en AA.VV., Código Penal de 1995.
(Comentarios y jurisprudencia), Granada, 1998, p. 1445.

10 Martíncz-Buján Pérez,C., Los delitos ...cit., p. 160; De Vicente Martínez,R., Los delitos contra la
Seguridad Social en el Código Penal de la democracia, Madrid, 1996, p. 121, destacan con acierto que el
cOllCepto de rcgularizaeión procede de la legislación tributaria.

l1 Llama la atención sobre ello Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos ...cit., p. 161.

12 Las conclusiones que la doctrina cxtrae del análisis del concepto de regularización utilizado por la
normativa tributaria (básicamente por la disposición adicional 14" Ley 18/1991 y por el arto 61 LGT) son
ciertamente dispares. Para Bermejo Ramos,J., "La apreciación de los indicios de comisión del delitojiscal
por la Administración tributaria ante la nueva regulación de los delitos contra la Hacienda Púhlica por la
Ley Orgánica 6/95 de 29 de junio", en AA.VV., Nueva...eit., p. 48; Lamela Fernández,M., "Los delitos
contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social: breve aproximación a su contenido", en La Ley, n" 4008,
1996, p. 4; Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos...eit., p. 161; -con matiees- Rancaño Martín,M.A., El
delito de defraudación trihutaria, Madrid, 1997, p. 118 Y s., de la misma se colige la exigencia de un doble
requisito: la presentación de una declaración veraz y cl ingreso de las sumas impagadas. Por el contrario,
para Banacloche,J., "Los delitos ...cit., p. 17; Herrero de Egaña,J.M., "Estudio sobre el delitofiscal del al'/.
349 del Código Penal tras la reforma operada por la Ley Orgánica 6/1995, de 29 dejunio", en Actualidad
Jurídica Aranzadi, n" 239, 1996, p. 3; Parets Planes,J.M., "DeLito ...cit., p. 30; Tirado Estrada,J.J., "El
concepto ...eit., p. 3, el único requisito imprescindible en todos los supuestos de esta n0n11ativa es la decla­
ración de la deuda.

13 Cfr., en este sentido, Martínez-Buján Pércz,C., Los deLitos ...eit., p. 160 Y s.; Tirado Estrada,J..J.,
"El concepto ... cit., p. 3.
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orden tributario". En primer lugar, porque ello chocaría con el hecho de que las dispo­
siciones exoneradoras de la responsabilidad administrativa y las causas de levanta­
miento de la pena responden a fines no plenamente coincidentes, con lo cual, las con­
diciones de las que se haga depender la aplicación de las dos clases de cláusulas no tie­
nen por qué ser idénticas. Y, en segundo lugar, porque la incidencia de esta normativa
tributaria sobre el concepto de regularización en el ámbito del delito de defraudación a
la Seguridad Social no puede sino ser exclusivamente indirecta.

Sentadas estas bases del análisis, la revisión de la doctrina especializada permi­
te constatar que, al margen de la escasa atención dedicada a la materia por los autores
que han estudiado el delito del art. 307 CP, sus opiniones han convergido hacia alguna
de las dos interpretaciones de regularización presentadas como posibles. Un conjunto
de analistas!5 entiende que la regularización del art. 307 CP exige sólo la comunicación
a la TGSS (Tesorería General de la Seguridad Social) por parte del sujeto de las deu­
das eludidas -concepto lato-o Otro sector considera, en cambio, que la regularización
supresora de pena requerirá igualmente el ingreso de la deuda!!> -concepto estricto-o

14 Ctr., cn cste sentido, Bermejo Ramos,J., "La apreciación ... cit., p. 48; Herrero de Egaña,J.I\1.,
"Estudio ...cit., p. 3; Lamela Fernández,M., "Los delitos ...cit., p. 4; Martínez-Buján Pérez,C., Los deli­
tos ...cit., p. 160; Tirado Estrada,J.J., "El concepto ... cit., p. 4.

15 Cfr. Álvarez Moreno,A., "Los delitos contra la Seguridad Social", en Tribuna Social, n" 67, 1996,
p. 44; Escobar Jiménez,R., "El delito ... cit., p. 5; en AA.VV., Código ... cit., p. 1445; Pérez
Manzano,M./l\1ercader Uguina,.J.R., "El delito de defraudación a la Seguridad Social", cn Relaciones
Laborales, n° 10/1996, p. 46; "El delito de defraudación a la Seguridad Social", cn AA.VV.,
Comcntarios... eit., p. 228; De Vicente Martínez,R., Los delitos ...cit., p. 121.

Manticnen una opinión similar, cn rcferencia al delito de deÜ'audación tributaria, Bacigalupo
Zapater,E., "E/nuevo delito fiscal", en Actualidad Penal, n° 45, 1995, p. 893; "El delito jisca!", en Del
Rosal B1asco,B., Estudios sobre el nuevo Código Penal de 1995, Valencia, 1995, p. 305 Y S.; en Conde­
Pumpido Ferreiro,C.(dir.), Código Penal. Doctrina y jurisprudencia, tomo 11, Madrid, 1997, p. 3110 ­
quien, de todos modos, entiende que en los supuestos de las modalidades comisivas de obtcnción indebida
dc devoluciones y distrute indcbido de deducciones la declaración habrá de ir acompañada del ingreso de
las deudas-; Banacloche,J., "Los delitos ...cit., p. 17; Bermejo Ramos,J., "La apreciación ...cit., p. 48;
Calderón Cerezo,A., "Efectos penales de la regularización tributaria. (Un análisis del arto 305.4 del
Código Penal)", en Gaceta Fiscal, n° 160, 1997, p. 197; Calle Sáinz,R./Gonzalo González,L.,
"Introducción General a la reforma de los delitos contra la Hacienda Pública", en AA.VV.,
Comentarios ...eit., p. 74; Costa Climent,J., "La reforma del delito fiscal: tipos penales depurados Ji dis­
crepancias interpretativas", en AA.VV., Nueva...cit., p. 74; Herrero de Egaña,J.IVI., "Estudio ...cit., 'p. 3 Y
S. -quien, no obstante, entiende que si la figura tÍJese una excusa absolutoria posterior a la consumación (para
él se trata de una suerte de desistimiento en la tentativa) sería neccsario el ingrcso dc la deuda-; Jordana de
Pozas Gonzálbez,L., "El Proyecto de Ley de modificación del Código Penal en materia de delitos contra
la Hacienda Pública", cn Revista del Ministerio Fiscal, nO 2/1995, p. 77; Lamela Fernández,I\1., "Los deli­
tos ...cit., p. 4; Moreno Cánoves,A./Ruiz Marco,F., Delitos socioeconómicos, Zaragoza, 1996, p. 448 Y450
-quienes apuntan que también regulariza a efectos penales el sujeto que, no habiendo realizado una declara­
ción reetifieatoria, abona su deuda-; Muñoz Baños,C., Infi-acciones tributarias y delitos contra la Hacienda
Pública, Madrid, 1996. p. 373; Parets Planes,J.M., "Delito ... eit., p. 29; Queralt Jiménez,.J..J., Derecho
Penal espaiiol. Parte Especial, 3" ed., Barcelona, 1996, p. 641; Rancaño l\1artín,M.A., El delito ...cit., p.
119 Y s,; Suárez González,C., "El delito ... cit., p. 128; "art. 305...eit., p. 879; en Bajo Fernández,IV1.,
Compendio ... cit., p. 612; Tirado Estrada,J.J., "El concepto ... eit., p. 2 Y ss.

16 Cfr., de esta opinión, Gala DlIrán,C., La responsabilidad empresarial por incumplimiento de las
obligaciones de afiliación, alta y/o cotización a la Seguridad Social, Pamplona, 1997, p. 400; -táeitamente­
Moreno Márqllez,A.M., "Delitos contra la Seguridad Social: el artículo 307 del nuevo Código Penaf', en
Temas Laborales, neo 37, 1996, p. 53; Morillas Cueva,L., en Cobo del Rosal,M.(dir.) y Otros, Curso de
Derecho Penal espaiiol. Parte Especial 1, Madrid, 1996, p. 879; Narváez Bermejo,A.I\1., Delitos ...eit., p. 114.

En relación con el delito del arto 305 CP mantienen esta opinión Aparicio Pérez,A., La regulación de
los delitos contra la Hacienda PúNica y la Seguridad Social en el nuevo Código Penal, Valladolid, 1997, p.
58; Boix Reig,J.fMira Benavent,J., en Vives Antón,T.S.(coord.), Comentarios al Código Penal de 1995, tomo
ll, Valencia, 1996, p. 1521; Díaz Valcárcel,L.M., "La regularización tributaria y el Código Penal de 1995", en
La LLei, n° 130, 1996, p. 2; Martínez-BlIján Pérez,C., Los delitos ... cit., p. 162 Ys.; "El delito de defiaudación
trihutaria", en Rcvista Penal, na 1, 1997, p. 65; -con matices- Pérez-Crespo Paya,F., "Delitos contm la
Hacienda PúNica y contra la Seguridad Sociat', en Cuadernos de la Guardia Civil, n° 15, 1996, p. 217 Ys.; ­
aparentemente- Pérez Royo,F., Derecho Financiero y Tributario. Parte General, T' ed., Madrid, 1997, p. 288.
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Son dos las razones aducidas por el primer sector para fundamentar que el único
requisito de la regularización sea la puesta de manifiesto al organismo gestor de las can­
tidades defraudadas. La principal de ellas es que el comportamiento prohibido en el art.
307 CP no es el impago de cuotas, sino la elusión de las mismas, es decir, -según estos
autores- la conducta de dejar a la TGSS en desconocimiento de los hechos que funda­
mentan el nacimiento o la cuantia de la deuda". Por ello, el proceder positivo, repara­
dor, que supone la regularización no debe consistir en el ingreso de la deuda, sino, más
bien, en la puesta en conocimiento de la administración de la Seguridad Social de las
cantidades fraudulentamente cludidas, disfrutadas u obtenidas, pues tal declaración
constituye ya el valor dc acción suficiente para compensar el desvalor de acción del
fraude" y, en todo caso, permite a la TGSS poner en marcha sus mecanismos extrape­
nales de recuperación de deudas l". En segundo lugar, se afirma que si la simple comu­
nicación de la dcuda no es admitida como regularización anuladora de pena comportaría
para el sujeto una verdadera confesión del delito, que le acarrearía la consecuencia de
ser objeto de persecución penaJ2i'. Adicionalmente'l se argumenta que si el legislador

17 Cfr., de esta opinión, Álvarcz Morcno,A., "Los delitos ... cit., p. 44; Escobar Jiménez,R., "El deli­
tO ...cit., p. S; en AA.VV., CódiRO... cit., p. 144S -rcflriéndose, con mayor propiedad, a que la conducta prohi­
bida es una defraudación, un engailo-; Pérez Manzano,M.lMercader Uguina,J.R., "El delito ... cit., en
Relaciones Laboralcs, p. 46; "El delito ...cit., en AA.VV., Comentarios ... cit., p. 228; De Vicente
Martínez,R., Los delitos ...cit., p. 121. Manejan un argumento análogo, en relación con el delito del art. 30S
cr, Bermcjo Ramos,J., "La apreciaeión cit., p. 48; Herrero dc Egaña,.J.M., "Estudio ...eit., p. 3; Jordana
dc Pozas Gonzálhcz,L., "El Proyecto eit., p. 77; Parets Planes,J.M., "Delito ... cit., p. 29; Queralt
Jiménez,J.J., Derec/zo ...cit., p. 641.

18 Cfr. Pérez Manzano,M.lMercader Uguina,J.R., "El delito ... cit., en Relaciones Laborales, p. 46;
"El delito ...cit., cn AA.VV., Comentarios ... cit., p. 228. En rclación con el delito dc defraudación tributaria,
cfr. Tirado Estrada,.J..J., "El concepto ... cit., p. 4.

19 Cti'., sobre cllo, Álvarez Moreno,A., "Los delitos ... cit., p. 44. En rcfercncia al injusto dcl art. 30S cr,
cti'. Moreno Cánoves,A.lRuiz Marco,F., Delitos ...cit., p. 4S0; Tirado Estrada,J.J., "El concepto ...cit., p. 4,
quien atimla que, al posibilitar la activación dc los mecanismos recaudatorios se desvanece igualmente el des­
valor de resultado, y la benignidad de la afectación del bien juridieo justifica la dejación del ius puniendi.

20 Cfr. Álvarez Morcno,A., "Los delitos ...cit., p. 44; Escobar .Jiménez,R., "El delito ... cit., p. S; en
AA.VV., Código ...eit., p. 144S. En rcfercncia al dclito de defraudación tributaria, cfr. Moreno
Cánoves,A.lRuiz Marco,I~~, Delitos ...eit., p. 4S0.

21 Junto a las razones expuestas en el tcxto, algunos analistas del dclito dcl art. 30S cr que defienden
un concepto lato dc regularización han alegado otros argumcntos para fundamentar su posición.

Lamela Fernández,M., "Los delitos ...eit., p. 4, cnticnde que requerir en la regularización el pago
de la cantidad defraudada supondria rcsucitar la prisión por dcudas, condicionando la punición dcl hecho a
las posibilidades económicas del sujcto. En la misma línea, Calderón Cerczo,A., "Electos ...cit., p. 198;
Queralt Jiménez,J.J., Derecho...cit., p. 641, aluden a que la cxigcncia de pago podría conducir a conse­
cucncias antagónicas en situaciones idénticas, como en el caso de dos sujetos deti'audadores, en cl que uno
pucda abonar lo adeudado, y el otro no tenga poder económico suficicntc para haccrlo. Por su parte,
Jordana de Pozas Gonzálbez,L., "El Proyecto ...cit., p. 77, atlrma que la exigencia dc pago favorecc a los
contribuyentes más podcrosos ti'entc a los más humildcs. Antc cste conjunto de razonamientos pucdc poner­
se dc rclicvc, en primcr lugar y como consideración general, que las condicioncs económicas dcl sujeto puc­
dcn tenerse cn cucnta a la hora de modular cl requisito dcl pago o, cn su caso, dc valorar los serios -pero
estériles- esti.Jcrzos del sujcto por realizar el abono. Además, en segundo lugar, no puedc hablarse en pro­
picdad de "prisión por dcudas" sino, cn todo caso, dc prisión como consecuencia dc la comisión dc un deli­
to de dcti'audación tributaria en cl cual el comportamiento posdelictivo del sujeto no ha cumplido los requi­
sitos de la causa de Icva~llamicnto dc la pena. En tcrcer lugar, no cabc aflrmar quc en ejemplos como cl cita­
do por QUERALT JIMENEZ la interprctación estricta aboquc a una indeseable disparidad de trato, ni, con
carácter general que tal cxégcsis favorczea a los dcti'audadores más poderosos. Al margen de que pucdc con­
ducir al terrcno de lo irreal el analizar con basc en argumentos de este tcnor conductas delictivas con un limi­
te cuantitativo dc tipicidad tan elevado, si cl sujcto vcrdaderamente no ha podido realizar el pago de lo adcu­
dado, como acaba de apuntarse, sus esti.lcrzos pueden revclar una menor neccsidad dc pena y ser valorados
a efectos dc otorgar el Icvantamicnto de la pena; si la falta de ingreso no proviene dc una incapacidad dc
pago, cstaremos antc conductas posdclictivas dc distinto signo, que merecen a estos efectos una valoración
difcrente: en una se producc la compensación del dcsvalor de rcsultado, mientras que cn la otra no concurre
tal circunstancia.
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hubiese pretendido que el comportamiento posdelictivo del sujeto merecedor del levan­
tamiento de la punibilidad incluyese el ingreso de la deuda, lo habría hecho constar así
expresamente".

Por otra parte, la interpretación amplia ha sustcntado asimismo su planteamiento haciendo referen­
cia a deten11inados materiales prelegislativos. En primer lugar se indica que la Memoria presentada por el
Gobicrno sobre cl Proyecto de la hltura L.O. 611995 no habla en ningún momcnto del pago, sino que, por el
contrario, parece dar por sentado quc la regularización se establece para casos de declaraciones extemporá­
neas (en este sentido, cfr. Tirado Estrada,J.J., "El conceplo...eit., p. 2). En segundo lugar, se llama la atcn­
ción sobre el hceho dc quc, durante la tramitación en cl Senado de la mencionada L.O. 6/1995, se rechazó
una enmienda del G.P. Mixto que pretendía requcrir expresamente quc la rcgularización diese lugar al pago
de las sumas defraudadas, con lo quedaria demostrado que el comportamiento posdelietivo consagrado por
el legislador no exíge necesariamcnte el ingreso (sobre ello, di'. Costa C1iment,J., "La rejórma ... cit., p. 74;
Herrero de Egaña,J.M., "Esludio ...cit., p. 4; Tirado Estrada,J.J., "El concel'to ...cit., p. 2 Y s.). Respecto
de esta hll1damentación cabe señalar, cn primer lugar, que las referencias de la citada Mcmoria son vagas y
en gran mcdida contradictorias, con lo que toda conclusión analítica que pueda extraersc de su lectura ha de
ser tomada eon cautela; por otra parte, la lectura de los razonamicntos expuestos en el debate que IIcvó,
durantc la tramitación en el Senado de la L.O. 611995, a no incluir expresamente cn la norma la referencia
al pago (vid. Diario de Sesiones del Senado, Comisión de Justicia, n" 200, I Kde mayo de 1995, p. 3; Diario
de Sesiones del Senado, Pleno, n° 80, 31 dc mayo dc 1995, p. 4147 Y s.), muestra que esta decisión se tomó
para evitar abusos de la Administración en detern1inados supuestos de tributos con liquidación administra­
tiva previa, pero pone de manifiesto igualmentc que se asumía que cn los casos de tributos con autoliquida­
ción -y, por tanto, cn los supuestos referidos a cuotas de la Seguridad Social- regularizar signiliea pagar. Por
lo demás, las indicacioncs exegéticas quc pucdan deducirse de los matcrialcs prelegis1ativos no pucden
sobrcponersc, dc forma absoluta, a los resultados de una interprctaeión teleológiea de la figura.

En tercer lugar se ha indicado que el concepto lato de regularización, siendo posible, debe ser aco­
gido, por tratarse de la interpretación más beneficiosa para el reo. En este sentido, efr. Calle
Sáinz,R./Gonzalo González,L., "Jntroducción ... cit., p. 74; Jordana de Pozas Gonzálbez,L., "El
Proyecto ... cit., p. 77; Tirado Estrada,.J.J., "El conceplo...eit., p. 4 Y s. En relación con ello, eabe recordar
que el principio in duhio pro reo, como criterio exegético, ocupa una posición subordinada, ya quc sólo
puede invoearse euando los demás métodos interpretativos no arrojen una solución clara (al respecto, etr.
Luzón-Peña,D.-M., Curso de Derecho Penal. Parle General J, Madrid, 1996, p. 174).

En cuarto lugar, se argumenta que si se requiere el ingreso de la deuda, una circunstancia tan alea­
toria como la discrepancia dc la Administración sobre la cuantia de la misma podría deteOl1inar la invalidez
de la anulación de la pena. Sobre ello, efr. Herrero de Egaña,J.M., "Esludio ...eit., p. 4. Este argumento no
cs de recibo, puesto que la regularización consiste en declarar y pagar la deuda -claro es, sin intención de
engañar de nuevo para eludir parte de la misma-, y las posibles discrepancias de la Administración recau­
dadora no tienen incidencia sobre la apreciación del presupuesto de la causa de levantamiento de la pena,
sino que deberán resolverse, si hubiere lugar, en la sentencia, o en un procedimiento administrativo ajeno, y
postcrior, al proccso penal.

22 Cfr. Escobar Jiménez,R., "El delilo ... cit., p. 5; en AA.VV., Código ...cit., p. 1445. En la misma
linea, Tirado Estrada,J.J., "El concel'lo ... cit., p. 2.

En particular, Parets Planes,J.M., "Delilo ...cit., p. 30; Tirado Estrada,J."., "El concel'lo ... cit., p.
3, han señalado que, a difercncia dc los arts. 305.4 y 307.3 CP, en el arto 308 CP sí se exige expresamente el
reintegro de las cantidades traudulentamente recibidas; que en los preccptos estudiados no sc recoja tal
requisito, a pesar de que también en una modalidad comisiva de los mismos se produce una verdadera sali­
da de fondos desde la Administración hacia el responsable, revela que la noción de regularización con la que
los mismos operan no requiere el ingreso.

Este argumento probablemente no puede scr aceptado, puesto que la razón que llevó al legislador a
no reterirse directamente, como se hace en otros ordenamientos, al ingreso extemporáneo de la cantidad
detraudada -y a utilizar, en cambio, la noción de regularizaeión- ha sido la intención de coordinar los efec­
tos del comportamiento posdclictivo positivo en sede penal con los que genera en materia de responsabili­
dad por in1facciones tributarias, donde ya se habia venido utilizando tal noción. Por lo que se refiere al texto
del art. 308.4 el', si bien parece avalar una interpretación lata del concepto, no dejan de sorprender las apa­
rentes contradicciones inteOlas de tal norma, la cual, junto a un párrafo -que parece mecánicamente copia­
do de los articulos que le preceden- en el que se menciona expresamente la conducta regularizadora, regula
un comportamiento posdelictivo que no es propiamente de regularización sino de restitución de lo percibi­
do. El concepto de restitución no tienc apenas sentido en rclación con las conductas prohibidas en los arts.
305 y 307 CP; en consccucneia, en ellos se habla de regularización, y nada impidc que la misma exija no la
restitución, pero sí el pago de lo previamente cludido.
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Los argumentos de este sector doctrinal no están exentos de objeciones. En pri­
mer lugar, no resulta acertado afirmar que la conducta prohibida por el tipo es engaJ1ar
a la TGSS en relación con las deudas por cotizaciones']. Lo que se conmina penalmen­
te en el art. 307 CP es la lesión del bien jurídico patrimonio de la Seguridad Social; en
concreto, es la causación, mediante engaño, de un perjuicio patrimonial a la Seguridad
Social en el ámbito de la recaudación de cotizaciones. La norma no tipifica simplemen­
te la puesta en práctica de modos de agresión al patrimonio de la Seguridad Social par­
ticularmente peligrosos, sino la efectiva causación de un perjuicio patrimonial a través
de tales modos de ataque. Por ello, no puede entenderse que todo el contenido de injus­
to de la conducta se agote en la realización de un engaño, ni, por tanto, que la comuni­
cación a la TGSS vaya a compensar todo el desvalor de la misma. La declaración com­
plementaria, por si sola, no compensa el perjuicio patrimonial causado, ni la lesión del
bien jurídico ya producida". Si bien es cierto que la declaración de la deuda facilita la
persecución del delito y la recuperación de las sumas defraudadas, no lo es menos que
no garantiza que el perjuicio patrimonial vaya a ser efectivamente reparado. Además,
por encima de ello, no parece que, de acuerdo con los fines que animan la cláusula estu­
diada, la simple autodenuncia del sujeto deba llevar aparejada la anulación de las penas
de la defraudación -lo que, por lo demás, sería realmente extraordinario en relación con
los demás tipos penales del Código-o Probablemente sólo desde una óptica que acepte la
instrumentalización de la norma penal al servicio de los intereses recaudatorios de la
Administración de la Seguridad Social", utilizándola como mccanismo simbólico de
intimidación que, al tiempo, incentiva el afloramiento de las bolsas de fraude, pueden
aceptarse consecuencias beneficiosas de tal calado para la mera autodelación del sujeto.

Esta consideración remite al segundo argumento aducido por el sector partidario
de la interpretación amplia de la regularización, y desvela la insuficiencia de aquel. No
puede secundarse la opinión de que la simple comunicación de la deuda debe valer
como regularización a los efectos de los arts. 305 y 307 CP porque, en caso contrario,
situaría al sujeto ante el riesgo de que se abran diligencias penales contra él. La auto­
denuncia -que, evidentemente, no sólo en éste, sino en todos los casos convierte al agen­
te en eventual objeto de persecución penal- se recoge con carácter general como cir­
cunstancia atenuante en el arto 21.4a CP"', cuya aplicación podrá determinar la imposi­
ción de la pena en su mitad inferior o, en caso de apreciarse como muy cualificada, la
rebaja de la sanción en uno o dos grados". Tanto en este supuesto general como en los
casos concretos de autodelación de aquellos preceptos de la Parte Especial se pretende
fomentar la colaboración con la Administración de Justicia, con el objeto de facilitar la

23 No obstante, en el easo de PÉREZ MANZANO/MERCADER UGUINA el argumento si resulta
coherente con su planteamiento general de interpretación del comportamiento prohibido. Para estos autores
la puesta en práctica del engai'ío supone ya la realización de la conducta típica, el perjuicio en cuantía supc·
rior a quince millones es una mera condición objetiva de punibilidad (desconectada del comportamiento típi·
co) y el delito se consuma con la concurrencia del fraude, sin necesidad de que se de efectivamente la elu·
sión del pago de cuotas, la obtención indebída de devoluciones o el disfrute indebido de deducciones. Sobrc
ello, vid. Pérez Manzano,M.lMercader Uguina,J.R., "El delito ...cit., en Relaciones Laborales, p. 2R Y S.,

Y 35 Y s.; "El delito ...cit., en AA.VV., Comentarios...cit., p. 194 Y S., Y 208 Y ss.

24 En esta linea, cfr. Díaz Valcárcel,L.M., "La regularización ...cit., p. 2.

25 Estos son los fines quc expresamente defiende Tirado Estrada,J.J., "El concepto...cit., p. 3 Y ss.,
para la causa de levantamiento de la pena, entendiendo que el legislador ha pretendido facilitar al máximo
el atloramiento de la deuda. Por ello no cs de cxtrai'íar que cnticnda que el simple atloramiento de la deuda
suponga, por si sólo, la regularización a efectos pcnales.

26 El art. 21.4" CP dispone: "son circunstancias atenuantes: ( ..) 4" La de Iw!Jer procedido el culpa·
ble,antes de conocer que el procedimientojudicial se dirige contra él, a confesar la infraccóón a las {{uta·
ridades".

27 De acuerdo con las reglas de determinación de la pena de los arts. 66.2" y 66.4" er.
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persecución del delito"; en ambos casos se manifiesta una menor necesidad de pena,
desde la perspectiva de la prevención general y de la prevención especial, en la medida
en que la autodenuncia comporta un cierto retomo a la legalidad por parte del autor'')
Por ello, la cláusula del arto 21.4" CP trae como consecuencia la atenuación de la pena,
y la autodelación en el marco de los ilícitos de los arts. 305 y 307 CP, aunque no con­
fom1e la regularización anuladora de pena, también debe llevar aparejada una reducción
de la sanción"', y no puede ser interpretada, por tanto, como una acción vana que, no
dando lugar al levantamiento de la pena, deja al sujeto a merced de los órganos de per­
secución penal.

Con todo, el hecho de que la comunicación de la deuda a la TGSS comporte la
disminución de la necesidad de pena no implica necesariamente que la misma agote
todo el sentido de la regularización requerida por el arto 307.3 CP. Antes bien, desde la
consideración del fundamento de la causa de levantamiento de la pena estudiada, no
parece que ésta sea suficiente para constituir, por sí sola, el presupuesto de la misma.
Por una parte, y habida cuenta de que -como se ha expuesto- el contenido de injusto del
ilícito viene conformado por la puesta en práctica de un engaño, pero también por la
lesión del patrimonío de la Seguridad Social, seguramente no puede afirmarse que la
símple comunicación de la deuda sea en sí un valor suficiente para compensar el com­
pleto desvalor del hecho antijurídicoJ

'. Por otra parte, y puesto que el fundamento de la
figura del arto 307.3 CP no reside en su instrumentación al servicio de los intereses
recaudatorios -en concreto, de los intereses de afloramiento de bolsas de fraude- sino en
la inexistencia de razones de prevención general y de prevención especial para mante­
ner la sanción cuando el sujeto ha realizado un auténtico retorno a la legalidad", no cabe
ver en la comunicación de la deuda un comportamiento que determine la completa desa­
parición de la necesidad de pena (pues ello necesitará también la reparación del perjui­
cio patrimonial causado) y, por ende, que pueda constituir el presupuesto de la causa de
anulación de la sanción.

En suma, la regularización que da lugar al levantamiento de la punibilidad exige,
en línea de principio, una doble conducta: la comunicación de los datos con relevancia
contributiva falseados u omitidos y, siempre que se esté en presencia de un delito de
defraudación contributiva (o tributaria) consumado", el ingreso de las cantidades

28 Ctí-., cn refcrcncia a la nom1a del arto 21.4" CP, Cobo del Rosal,M.lVives Antón,T.S., Derecho
Penal. Parte General, 4" ed., Valencia, 1996, p. 824; Faraldo Cabana,P., "La aplicación analór)ca de las
atenuantes de comportamiento posdelictivo positivo (los números 4" y 5" en relación con el número 6" del
articulo 2 l del Código Penal de 1995)", en Anuario da Facultadc de Dereito da Universidadc da Coruila, n°
1, 1997, p. 247; García Pérez,O., La Punibilidad en el Derecho Penal, Pamplona, 1997, p. 205; Mir
Puig,S., Derecho Pena/. Parte General, 4" ed., Barcclona, 1996, p. 630; Orts Berenguer,E., en Vives
Antón,T.S.(coord.), Comentarios... cit., tomo 1, p. 207 Y s.

29 Cfr., rcspccto dc la norma del arto 21.4" CP, Faraldo Cabana,P., "La aplicación ... cit., p. 241 Y SS.;

García Pérez,O., La Punibilidad...cit., p. 205 Y S.

30 Reducción de la sanción que tcndrá lugar mediantc la aplicación de la circunstancia atcnuante gené­
rica del art. 21.4" cr. En estc sentido, cfr. Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos ...cit., p. 167 Y 169;
Narváez Bermejo,M.A., Delitos ...cit., p. 116.

31 Díaz Valcárcel,L.M., "La regularización ... cit., p. 2, exige una declaración rectificadora para com­
pcnsar el desvalor dc acción y cl pago de la deuda para compensar el desvalor de resultado. En una linea
similar, etr. Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos ...cit., p. 162; Pérez-Crespo Payá,F., "Delitos ... cit., p.
217 Y S.

32 Ctí-. Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos cit., p. 126.

33 Clj·. Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos cit., p. 162 Y s.; "El delito ...cit., p. 65.
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defraudadas". El hecho de que haya de compensarse tanto el desvalor de acción como
el de resultado, así como la exigencia de que la conducta posdelictiva suponga un ver­
dadero retorno a la legalidad del sujeto, valorable a efectos de disminuir notablemente
la necesidad de pena, imponen que la regularización haya de contener ambas acciones,
declaración y pago. Ninguna de las dos por separado, al margen de ser apreciada para
detern1inar una reducción de la sanción punitiva, puede confonl1ar por sí sola el presu­
puesto positivo de aplicación de la causa de levantamiento de la pena". No obstante, y
como excepción, la regularización no exigirá el pago, sino que se cumplimentará con la
sola declaración complementaria, en dos supuestos''': a) en los casos en que se trate de
un hecho no consumado, en los que, por lo tanto, no ha acaecido todavía el perjuicio;
b) en las regularizaciones llevadas a cabo por los partícipes no obligados al pago, sobre
los que, ni siquiera en este momento posterior a la consumación, recae el deber de ingre­
sar las sumas defraudadas.

2.1. La declaración rectificadora

El primer requisito de la regularización es la presentación ante la TGSS -o, en el
caso del art. 305 er, ante la Administración tributaria- de una declaración que rectifi­
que la previa comunicación de datos o la liquidación fraudulenta realizada con anterio­
ridad por el sujeto. La declaración debe ser veraz, completa y 10 más precisa posible, de
modo que se suministren todos los datos con relevancia tributaria omitidos, se rectifi­
quen los falseados y se complementen los incompletos'J . Se tratará, por tanto, de una

34 El párrafo 5 del § 266a StGB alemán requiere para la aplicación de la causa potestativa de levanta­
micnto de la pena -renuncia a la pena- de su inciso 1 la comunicación por escrito a la entidad recaudadora
de la suma dc las cotizaciones cludidas, y de las razones que impidieron el pago en plazo, a pesar de haber­
se llevado a cabo serios esfuerzos por cumplimentarlo. Sin embargo, la causa preceptiva de levantamiento
de la pena de su inciso 2 exige, además, el ingreso de las cantidades impagadas en un plazo adecuado, deter­
minado al efecto por la entidad recaudadora.

La "causa de no punibilidad" establecida en el art. 2.l-bis de la L. 63811983 italiana sólo requiere
el abono integro dc las cantidades eludidas.

35 Cfr. Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos ... cit., p. 163. Por el contrario, Moreno
Cánoves,A./Ruiz Marco,F., Delitos ... cit., p. 448, entiendcn que cl pago dc la deuda confom1a ya, sin necc­
sidad de ir acompaílado de una declaración rectiticadora, la conducta de regularización exigida por la norma.
Al margen de lo expucsto, este planteamiento queda desvirtuado por dos consideraciones adicionales: a) en
los casos en que la conducta posdelictiva consista exclusivamente en el ingreso de la deuda, la declaración
sigue siendo necesaria, no sólo para compensar el desvalor de acción propio del fraude, sino también para
permitir la comprobación de la idoneidad del pago extemporáneo; b) la presentación dc la declaración es
obligatoria, de acuerdo con la legislación de Seguridad Social, en todos los casos, incluidos los de ingreso
tijera dc plazo (art. 70.2 O. de 22 de febrero de 1996). No obstante, el pago de la deuda que no vaya acom­
parlado de la declaración de rectificación, si bien no resulta suficicnte para aplicar la causa de levantamicn­
to de la pena, dcterminará la aplicación de la circunstancia atenuante dc rcparación del art. 21.5" cr.

36 Ctr., sobrc cllo, Martínez-Buján Pérez,C., Los delitas ...cit., p. 163 Y 166. Cfr. asimismo Martínez­
Buján Pérez,C., "El delito ... cit., p. 65.

37 Ctr. Aparicio Pérez,A., La regulación ... cit., p. 58; Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos ... cit., p.
163 Y S.; "El delito ... cit., p. 65; Pércz-Crcspo Payá,F., "Delitas ... cit., p. 218.

En la causa dc Icvantamiento de la pena del § 266a párrafo 5 StGB se exige que la comunicación
contenga no sólo la cuantificación dc las cuotas eludidas, sino también la exposición de los motivos que
impidieron el pago y de los scrios esfuerzos desplegados para efcctuarlo. La mayoría dc la doctrina de la
doctrina espccializada defiendc la idoneidad de cste requisito (ctr., entre otros, Bente,U., Die Strafbarkeit
des Arbeitgebers wegen Beitragsvorenthaltung und Veruntreuung von Arbeitsengelt 0- 266a StGB),
Frankfurt a. M., 1992, p. 91 y s.; Lenckner,T., en Schiinke,A.lSchriider,H., Strafgesetzbuch Kommentar,
25" ed., München, 1997, § 266a, NM 24 y 26; Tag,B., Das Varenthalten von Arbeitnehmerbeitriigen zur
Saz/al- und Arbeitlasenversicherung, Heidelberg, 1994, p. 204 Ys.; Winkelbauer,W., "Die strafbefreiende
Selbstanzeige im Beitragsstrafi'echt", en wistra, 1988, p. 18) en la medida en que pemlite a la entidad rccau­
dadora reaccionar frente al impago y adccuar al caso concreto cl plazo de ingreso ulterior de las cuotas. Si
bien la innecesariedad de estas funciones desaconseja adoptar con carácter general tal requisito en el caso
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suerte de autoliquidaeión de la deuda, o de una correcta comunicación de datos que des­
vele, sin necesidad de ser completada por ulteriores investigaciones por parte de la
Administración, la existencia de una deuda por cotizaciones o tributos eludida, de una
indebida percepción de devoluciones o de un indebido disfrute de deducciones.

La norma del art. 307.3 CP, a diferencia de preceptos similares de otros ordena­
mientos]" no establece ningún requisito relativo a la forma de la declaración de rectifi­
cación. En consecuencia, no parece en principio adecuado establecer una limitación de
las formas que puede adoptar la comunicación", al margen del requisito genérico del
carácter veraz y completo de la declaración y de la exigencia de que el modo de pre­
sentación deje constancia inequívoca de la intención del sujeto de rectificar los datos
previamente suministrados u omitidos.

Cada sujeto responsable debe colaborar en la regularización en la medida de su
participación en el hecho típico. De acuerdo con este parámetro, y sin desconocer las
dificultades existentes para delimitar los requisitos de la conducta regularizadora de los
partícipes y, sobre todo, para apreciar su concurrencia en la práctica, puede afirmarse
como criterio general que cada sujeto deberá rectificar los datos en cuya ocultación o
falseamiento haya participad04

".

La exigencia del carácter veraz y completo de la declaración tiene diversas con­
secuencias. En primer término, supone que una declaración en la que se vuelvan a omi­
tir o falsear datos con trascendencia contributiva no resulta válida para conformar el pri­
mer requisito de la regularización41

• De este supuesto genérico han de ser excluidos
aquellos casos en que no concurre propiamente una declaración parcial, sino que se dan
discrepancias entre la Administración y el sujeto responsable sobre la cuantificación de
determinados elementos secundarios de la misma. Tales discrepancias no deberán supo­
ner la invalidación a efectos regularizadores de la conducta del declarante", siempre y
cuando se aprecie que no existía intención por parte del mismo de perpetuar parte de la
elusión previamente realizada y que se trata de matizaciones no particularmente rele­
vantes de la declaración; la labor del juzgador será, en casos como el presente, sopesar
la valoración que merezca el comportamiento posdelictivo del declarante, y no dicta­
minar sobre las referidas discrepancias cuantificadoras, cuya resolución podrá, en su
caso, ser alcanzada a través de otras vías procedimentales.

español, cierto es que en los casos excepcionales de imposibilidad de pago que sean merecedores de la apli­
cación dc la causa del art. 307.3 cr se hará necesario algún tipo dc comunicación al juzgador penal sobre
los esfuerzos realizados para llevar a cabo el pago y las circunstancias de la imposibilidad del mismo.

38 En el § 266a StGB párrafo 5 se requiere que la comunicación sca escrita. El hecho de que el incum­
plimiento de este requisito formal pueda suponer la inaplicación de la causa de anulación de la pena ha sido
criticado por Fritz,H.-J., Die Selbstanzeige im Beitragsstrafi'echt gemáss § 266a Absatz 5 StGB,
Regensburg, 1997, p. 137 Y ss. Sin desconocer las ventajas que, en orden a la seguridad jurídica, tiene la
forma escrita, una exigencia formal de esta clase podría suponer una indeseable y difícilmente justificable
limitación de las posibilidades de aplicación de la institución.

39 En este sentido, cfr. Larnela Fernández,M., "Los delitos ...eit., p. 4; Martínez-Buján Pérez,C., Los
delitos ...cit., p. 165 Y s., -quien se refiere expresamente a la posibilidad de que la declaración sea realizada
oralmente-o

Narváez Berrnejo,M.A., Los delitos ...eit., p. 114, sin embargo, sugiere que la rectificación deberú
llevarsc a cabo mediante un boletín de cotización o un justificante de pago.

40 Cfr. Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos ... eit., p. 165, quien recuerda que la norma se refiere a la
regularización de "su" situación tributaria (o contributiva); Pérez-Crespo Payá,F., "Delitos ...cit., p. 218.

41 Cfj·. Calderón Cerezo,A., "Efixtos...cit., p. 197; Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos ... cit., p. 164.

42 Cfr., cn csta línea, Calderón Cerezo,A., "Efectos ...cit., p. 198.
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El planteamiento sobre la exigencia de que la rectificación sea completa podría
plantcar dudas en los casos en que la declaración parcial sitúe la deuda fraudulenta­
mente eludida en una cantidad inferior al límite cuantitativo de tipicidad de 15 millones
de pts. Sin embargo, tanto en este supuesto como, con carácter general, en cualquier
declaración rectificatoria parcial, no se cumplen las exigencias de la regularización, ya
que se trata de conductas que no detenninan la compensación del desvalor de acción de!
injusto y en las que, desde la perspectiva preventivo-general y preventivo-especial, no
se produce una significativa reducción de la necesidad de pena4

'.

2.2. El ingreso de las sumas defraudadas

El segundo requisito de la regularización, salvo en los supuestos de hechos en
fase de tentativa o de reparaciones llevadas a cabo por partícipes, es el pago de las
sumas fraudulentamente eludidas, obtenidas o disfrutadas.

De nuevo en este punto cabe lamentar la parca regulación dada al comporta­
miento posdelictivo por la nonna, puesto que la misma no dispone nada sobre la forma
y las condiciones en que ha de realizarse el pago. Al margen de las coordenadas en las
que pueda establecerse el debate en materia tributaria -ámbito en el cual si existe una
cierta regulación sobre los pagos extemporáneos de deudas realizados en el marco de
infracciones tributarias44

-, la nonnativa de Seguridad Social no ofrece ningún punto de
apoyo a partir del cual pueda orientarse el intérprete penal a la hora de sugerir un pro­
cedimiento para el ingreso de las sumas defraudadas".

Como criterio general parece que el abono de las sumas fraudulentamente eludi­
das, obtenidas o disfrutadas habrá de realizarse en e! momento en que el sujeto presen-

43 Ch. Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos ... cit., p. 164 Y S., quicn resalta adicionalmente que la
accptación de esta declaración parcial chocaria con la exigencia normativa de quc el sujeto regularice "su
situación tributaria (o ante la Seguridad Social)". Ch. asimismo Calderón Cerezo,A., "Electos ...cit., p. 197.

De otra opinión, Herrero de Egaña,J.M., "Estudio ... cit., p. 4, considcra, desde su entendimiento de
la cláusula de regularización como desistimiento en la tentativa, quc la declaración parcial dctcrminaría la
disminución dc la cantidad defraudada por debajo dcl límitc previsto en la norma, con lo que en el momen­
to de la consumación del hceho se estaria antc una conducta atipica. No obstante, en su opinión, a diferen­
cia dc lo que ocurriria en las dcclaraciones completas, subsistirán las rcsponsabilidadcs por la falscdades
cometidas cn cl curso dc la dehaudación. El autor timdamcnta también su defensa de la plena eficacia de las
declaraciones parciales en el argumento de que la ya meneíonada enmienda del G.P. Mixto que fue recha­
zada en cl Senado requería quc las declaraciones nlesen completas y veraces.

44 Cfr., sobre ello, Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos ... cit., p. 167 Y s.; Pérez-Crespo Payá,F.,
"Delitos ...eit., p. 21 R.

45 La única norma relativa al ingreso extemporáneo de deudas en el marco de infracciones de
Seguridad Social es la recogida en los arts. 31 LGSS -Ley General de la Seguridad Soeial- y 34.2 RPlS ­
reglamento sobre procedimicnto para la imposición de sanciones por infracciones en el orden social-, que
dispone la reducción en un 50';!" de la sanción en los casos dcl procedimiento de expedición de actas de liqui­
dación y sanción formalizadas en documento único en los que el sujeto acepta la liquidación realizada por
la Administración e ingresa la deuda durante el mes siguiente a aquel en el que se le notítica la resolución
del expediente conjunto. Esta regulaeión no puede servir como referencia para determinar las condiciones
del pago en la regularización del arto 307.3 CP, y ello, al menos, por dos razones. En primer lugar, porque
no se trata de una norma que disponga la ctieacia anuladora de las sanciones del cumplimiento fuera de plazo
de las obligaciones de cotización, sino de un precepto que establece la simple reducción de la cuantia de las
multas por la aceptación de la liquidación practicada y el pronto íngreso de las cuotas y de las anciones pecu­
niarias. En segundo lugar, y sobre todo, porque opera con un presupuesto totalmente distinto del que sirve
de base a la regularización penal: en este caso la conducta de ingreso posterior a la infracción sc produce en
el momento en que la Administración ha liquidado, de acuerdo con la información de la que dispone, la
deuda eludida, mientras que la conducta de pago regulada en el art. 307.3 CP ha de llevarse a cabo, en prin­
cipio, antes de que se le notitique al sujeto la iniciación de actuaciones inspectoras dirigidas a la determina­
ción de las deudas.
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te la declaración de rectificación4
(,. El pago deberá comprender las referidas cantidades

objeto dc la defraudación y, en los casos de la primera modalidad genérica de comisión
del tip047, los recargos de mora aplicables a las mismas". La inclusión de estos recargos
obedece, por una parte, a que todo pago extemporáneo de la deuda determina el deven­
go de tales incrementos de la deuda" y, por otra, al hecho de que resultaría incompren­
sible que el abono posdelictivo de la sumas defraudadas se realizase en condiciones más
ventajosas -en términos cuantitativos- que el ingreso fuera dcl plazo reglamentario de
una deuda impagada tras una puntual liquidación.

A pesar de que el criterio general sobre el momento del pago sea que ha de ser
realizado al tiempo de presentación de la comunicación rectificadora, pueden existir
casos en los que el autor que declara las circunstancias con relevancia contributiva no
pueda realizar el pago, o no pueda cumplimentarlo en su totalidad, a pesar de haberse
esforzado por llevarlo puntualmente a cabo. En estos supuestos excepcionales, siempre
que la seriedad de los esfuerzos de pago determine una evidente reducción de la nece­
sidad de imponer la pena, desde los fines preventivo-generales y preventivo-especiales
de la misma"', podrá desarrollarse el procedimiento habitual de recaudación de cuotas
(o de deudas por deducciones o devoluciones indebidas), y cabrá, en concreto, la posi­
bilidad de aplazamiento o fraccionamiento del pago, con sujeción a las condiciones y
garantías que el RGRSI establece para el mismo, excepción hecha de aquellas que, por
las peculiaridades del supuesto estudiado, no le resulten de aplicación". No obstante,

46 Lo cual, por lo demás, no ha dc parcccr cxtraño, ya que éstc (el de prcscntación dc la documcnta­
ción contributiva) cs el momcnto de pago cstablecido por la normativa de Seguridad Social, con caráctcr
gcncral, para el cumplimiento de la obligación de cotización.

47 El pago debcrá incluir también los recargos cn los casos de disti-ute indebido de deducciones en los
que la rccuperación de la deuda siga -en virtud de la cobertura normativa que otorgan los arts. 80.c) y 84.c)
RGR (Reglamento General de Recaudación de los Recursos del Sistema de la Seguridad Soeial)- los trámi­
tes propios de la recaudación de cuotas.

48 Cfr. Gala Durán,C., La responsabilidad...cit., p. 400; Moreno Cánoves,A.lRuiz Marco,F.,
Delitos ... cit., p. 439 -quienes resaltan que al refcrirse al objeto de la regularización la nom1a no utiliza las
expresioncs "cuotas", "dcducciones" o "devoluciones", sino la locución "deudas"-.

Fritz,lI.-J., Die Sc!bstanzeigc ...cit., p. 105; Tag,B., Das Vorentha!ten ...cit., p. p. 209 Y s., se han
posicionado en contra de que el pago requerido por la causa de levantamiento de la pena del § 266a párra­
fo 5 StGB haya de incluir los recargos de mora. Morandi,F., "Primi intcrventi di rifórma dci rcati in mate­
ria di !avoro", en Legislazione Penale, 1995, p. 482, defiende lo propio en relación con la cláusula del art.
2.I-bis L. 63811983 italiana.

49 Vid. arts. 79 y 80 RGR, 75, 79 y 86 O. de 22 de febrero de 1996.

50 Como se ha expuesto, la causa preceptiva de levantamiento de la pena del § 266a párrafo 5 StG13
sólo puede alcanzarse mcdiante el pago de las cantidades adeudadas. Sin embargo, la causa potestativa de
su inciso 1 sólo requiere la comunicación a la entidad recaudadora y las razones que debe tener en cuenta el
tribunal penal para decidirse a favor de su aplicación son, de acuerdo con Fritz,H.-J., Die
Seibstanzeige ...cit., p. 102; Lackner,K., Strafgesetzhuch mit Er!iiuterLlngen, 22" cd., München, 1997, §
266a, NM 1R; Lenckner,T., en Schonke,A.lSchroder,H., Strafgcsetzhuch ... cit., § 266a, NM 25, los esti.lCr­
xos realizados por el empresario para cumplir con la obligación de cotización y la gravedad de las diticul­
tades económicas que atraviesa la cmpresa.

51 En relación con tales condiciones pueden consultarse los arts. 20 LGSS, 40 y ss. ReIR, 8 Y 11 Y ss.
O. de 22 de tebrcro de 1996.

52 En esta línea, Narvácz Bermejo,M.A., Dc!itos ...cit., p. 114 Y 116, haciendo mención de los
garclIltías del pago que cabe imponer. Este autor acepta la posibilidad de aplazamiento o fraccionamiento de
la deuda para los casos de la primera modalidad genérica de comisión, y rechaza la aplicabilidad a las otras
dos del procedimiento para el reintegro de prestaciones de la Seguridad Social indebidamente percibidas o
deducidas. Se retieren también a la posibilidad de acceder al fraccionamiento o aplazamiento del pago Díaz
Valcárcel,L.M., "La reguiarización ... cit., p. 2; Martínez-Buján Pérez,C., Los delitos ...cit., p. 167.

No parece existir base legislativa, ni resultaria lógico ni concorde con las exigencias de seguridad
jurídica, hacer depender el carácter detinitivo de la anulación de la pena de la posterior satisfacción ele la
deuda -convirtiendo materialmente la causa en una institución análoga a la suspensión condicional de la eje­
cución de la sanción-o Por lo tanto, el juzgador penal sólo habrá de atender, en el momento de veri licar el
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cabe requerir que el juzgador sopese con arreglo a criterios estrictos la vcracidad de la
situación de imposibilidad de pago, toda vez que la trascendencia cuantitativa exigida
para la tipicidad de la defraudación probablemente determinará la excepcionalidad de
los supuestos en los que concurra una cfectiva incapacidad de realizar el ingrcso.

El criterio general en relación con los ingresos parciales es, por tanto, el de vali­
dez a los efectos de la regularización sólo de aquellos que vengan impuestos por una
imposibilidad de pago combatida con esfuerzos dignos de consideraciónS

]. Fuera de
estos casos, los pagos parciales, bien sitúen la deuda por debajo del límite tipico de los
15 millones pts., bien sigan manteniéndola por encima de esa cifra, no cumplen los
requisitos de la regularización54 y, por tanto, no determinarán la anulación de la pena
correspondiente al hecho injusto. No obstante, en estos supuestos cabrá la atenuación
de la sanción de acuerdo con las circunstancias de los arts. 21.4" y 21.5" Cp ss , cuya pre­
sencia concurrente podrá determinar la imposición de la pena inferior en uno o dos gra­
dos a la prevista en la norma"'. Si el ingreso no se ha llevado a cabo, ni siquiera de forma
parcial, el sujeto declarante podrá verse beneficiado en todo caso por la aplicación dc la
circunstancia del art. 21.4" CP, la cual, salvo en los casos -en principio- excepcionales
en que pueda ser apreciada como muy cualificada, sólo supondrá la limitación de la san­
ción a la mitad inferior del marco de penalidad dispuesto en la norma.

3. CONCLUSIONES

El comportamiento posdelictivo exigido como presupuesto de las causas de
levantamiento de la pena de los arts. 305.4 y 307.3 CP es la "regularización" de las deu-

presupuesto del levantamiento de la punibilidad, a la seriedad de los esfuerzos desplegados para llevar a
cabo el abono integro, y a la consiguiente disminución de la necesidad de pena. El ulterior cumplimiento o
vulneración de las condiciones del pago fraccionado o aplazado de la deuda constituye una circunstancia
ajena a la decisión del tribunal penal y que, en su caso, determinará la puesta en marcha de los mecanismos
de recaudación con que cuenta la Administración de la Seguridad Social.

53 En esta linea, cfr. Martíncz-Buján Pércz,C., Los delitos ...cit., p. 168 Y s., quien afirma que en tal
caso el sujeto ha reparado el desvalor de acción y se ha esforzado por hacer lo propio con el desvalor de
resultado, colocando, en su caso, la deuda por debajo de la barrera cuantitativa de tipieidad, con lo que habría
reparado la cuantía de la lesión típica.

54 Cfr., en este sentido, rechazando la virtualidad regularizadora de los pagos parciales, Lamcla
Fcrnández,M., "Los delitos ... cit., p. 4, -quien llama la atención sobre el requisito del carácter veraz y com­
pleto de la regularización-; Del Moral García,A., en AA.VV., Estudio ...eit., p. 309; Moreno
Cánoves,A./Ruiz Marco,F., Delitos ...eit., p. 450; Rancaño Martín,M.A., El delito ...eit., p. 123.

Por el contrario, Banaclochc,J., "Los delitos ...cit., p. 18, defiende la validez de los ingresos parcia­
les que sÍtúan la deuda por debajo de los 15 millones, argumentando que la regularización exigida viene refe­
rida a las deudas y no a la cuantía de las mismas, y que la disposición final 5" L.O. 10/1995 (CP 1995) se
orienta también en csa linea de eficacia anuladora dc pena de las regularizaciones por debajo de aquella cifi·a.

55 El art. 21.5" CP dispone: "son circunstancias atenuantes: (.) 5" La de haber procedido el culpable
a reparar el daiio ocasionado a la víctima, o disminuir sus electos. en cualquier momento del procedimien­
to V con anterioridad a la celebración del juicio oral" .

. 56 En esta linea, cfr. Martíncz-Buján Pércz,C., Los delitos ... eit., p. 167 Y 169; Narvácz
Berrncjo,M.A., Delitos ... eit., p. 116.

En relación con la causa de anulación de la pena del § 266a párrafo 5 StGB, en los casos en quc el
comportamiento posdelietivo no cumpla todos los requisitos -seijaladamente, cuando el pago sea pareial­
podrá dcterminar la atenuación de la pena. En particular, la conducta puede pennitir la aplicación dc la cláu­
sula gcneral ele reparación del § 46a StGB (la cual podría suponcr ineluso la rcnuncia a la pena) o la deci­
sión ele suspendcr cl procedimiento pcnal, de acuerdo con los §§ 153 Y ss. StPO -Straf¡1rozessordnung-.
Sobre todo ello, cfr. Bentc,U., Die Strafbarkeit ...cit., p. 94 Y 141; Fritz,H.-J., Die Selhstanzeige ...cit., p. l06
y ss., y 150; Heitmann,K., "Soziale Sicherung del' Arbeitnehmer", en MÜller-Gugenberger,C.(ed.),
Wirtsehaftsstrafrecht, 2" ed., Münster, 1992, p. 573; Lenckner,T., en Schonke,A./Schrüder,H.,
Strafgesetzhuch ... cit., § 266a, NM 26; Martcns,H.-H.l\Vildc,K., Strafiecht und Ordnungsrecht in del'
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das de cotización (o tributarias). La regularización es un concepto que no posee un com­
pleta regulación extrapenal, puesto que, aun cuando ha sido utilizado ocasionalmentc
por la normativa tributaria, es dcsconocido para la legislación de Seguridad Social. Esta
ausencia de dcscripción normativa obliga al intérprete a centrar la indagación del signi­
ficado del concepto fundamentalmente sobre la perspectiva teleológica, desarrollando
su análisis a partir del fundamento y los fines a los que se consagran las referidas cau­
sas de anulación punitiva. En este sentido, se constata que las instituciones de los arts.
305.4 y 307.3 CP no son meros instrumentos al servicio de los intercses recaudatorios
de la Administración que pretendan el afloramiento de las deudas, sino que exigcn
como presupuesto un comportamiento quc compense el completo desvalor de acción y
desvalor de resultado del previo hecho antijurídico, comportamiento que, representan­
do un verdadero retorno a la legalidad del autor, hace disminuir de forma prácticamen­
te absoluta la nccesidad dc pena desde la perspectiva dc los fines preventivo-gcnerales
y preventivo-especiales de la misma. En consonancia con ello, la regularización requie­
re, en línea de principio, un doble requisito de conducta: la presentación de una decla­
ración rcctificadora y el ingreso de las sumas defraudadas.

La dcclaración extemporánea ante la TGSS debe contener todos los datos con
relevancia contributiva previamente omitidos y rectificar todos los falseados. A falta de
una disposición normativa al efecto, la comunicación no está sujeta a requisito formal
alguno. Si es una exigencia ineludible, en cambio, el carácter veraz y completo de la
declaración, lo que dctennina la insuciencia a efectos regularizadores de las comunica­
ciones parciales.

El ingreso de las sumas defraudadas, que abarcará también los correspondientes
recargos de mora, debe llevarse a cabo en el momento de presentación de la dcclaración
rectificadora. No obstante, aquellos casos en que los serios esfuerzos del sujeto no le
hayan pem1itido cumplimentar el pago, o realizarlo de forma complcta, pero si deter­
minen una muy notablc reducción de la necesidad de pena, podrán merecer la aplica­
ción de la causa de anulación de la pena, mientras que el abono de la deuda se articu­
lará a través del procedimiento ordinario de recaudación, posibilitándose incluso el
aplazamiento o fraccionamiento del pago. Al margen de estos supucstos marginales, el
pago parcial no cumplirá el segundo requisito de la regularización. Con todo, tanto estos
casos de ingreso parcial como, en general, los supuestos en los que sólo se cumple,
completa o demediadamente, alguno de los requisitos de la regularización, podrán
detenninar la atenuación de la pena con arreglo a las circunstancias genéricas de los
arts. 21.4" y 21.5" CP.

Sozialversicherung, 4" cel., Sankt Augustin, 1987, p. 89; Tag,B., Das Vorenthalten ...cit., p. 193, Y212 Y s.;
Triindle,H., Straf¡;esetzbuch und Neben¡;esetze, 48" cel., Münchcn, 1997, § 266a, NM 25; Winkelbauer,\V.,
"Die strafbefi-eiende...cit., p. 17 Y s.
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